
I. Introducción

Cumplir con la obligación alimentaria
se torna cada vez más difícil, teniendo
en cuenta la realidad socio-económico
que estamos viviendo, particularmente
el hecho de que alimentante y alimen-
tado pueden ostentar domicilios en el
exterior.

Por el carácter asistencial atribuido a
los alimentos, es necesario contar
con legislaciones que permitan en
f o rma expeditiva el cobro de los mis-
m o s .

Nuestra legislación –civil– adolece de
disposiciones de derecho internacional
privado que contengan una solución
expresa sobre el tema de las obliga-
ciones alimentarias.

I. l

A nivel internacional podemos citar el
Tratado de Montevideo de 1889 y ra-
tificado por nuestro país en 1940, no
referencia una regulación específica
sobre cómo resolver conflictos en ma-
teria de alimentos.

El art. 24 –1889– y el art. 30 –1940–
estas normas indirectas que disponen
sobre medidas urgentes referidas a las
relaciones personales entre cónyuges,
al ejercicio de la patria potestad, tute-
la y curatela, las que podría incluirse
los alimentos.

Asimismo, aludimos a la Convención
sobre reconocimiento y ejecución en el
extranjero de la obligación de prestar
alimentos (Nueva York, el 20 de mayo
de 1956, volcada en el derecho ar-
gentino por la ley 17.156, Adla , XXII-
A.76), que tiene por finalidad facilitar
la obtención de alimentos del obligado
(alimentante), que se encuentra en la
jurisdicción de otro Estado Parte.

Este instrumento internacional prevé un
mecanismo de asistencia a las personas
que reclaman alimentos desde uno de
sus países signatarios, a quien debe
prestarlos y está sujeto a la jurisdicción
de otra parte contratante (art. 1.). Para
la consecución de tales fines estipula que
en el país donde reside el a l i m e n t a d o
debe funcionar un organismo l l a m a d o
Autoridad Remitente, y en el que tiene
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jurisdicción sobre el alimentado, otro
denominado Institución Intermedia.

En la Argentina cumple ambas funcio-
nes el Ministerio de Educación y Justi-
cia, conforme el decreto 6382/72
(Adla, XXXII-D,5267). 

La Convención de La Haya, sancionada
el 24 de octubre de 1956, regula las
obligaciones alimentarias para menores
y en el año 1958 lo concerniente al re-
conocimiento y ejecución de decisiones
en materia de obligaciones alimentarias
para menores En el marco de la citada
Convención del 2 de octubre de 1973
sobre Ley aplicable a las obligaciones
alimentarias y sobre reconocimiento y
ejecución de decisiones sobre obligacio-
nes alimentarias para menores.

Los tratados referenciados no son todo
lo expeditivos que el tema merece. En
caso de proceder a la ejecución extra-
territorial de la sentencia, además de
los requisitos de la propia convención,
en nuestro caso debe darse cumpli-
miento al exequatur.

Los fallos recientes de la Cámara Civil
se expidieron por la innecesariedad
del exequatur cuando se ejecuta una
sentencia de alimentos por el procedi-
miento que establece la convención
aprobada por la ley 17.156.

La jurisprudencia ha merituado con
acierto que el acreedor alimentario se
constituye en la parte más débil de la
relación jurídica y el interés del legisla-
dor se dirige a remediar de la mejor
manera posibles las carencias.

De lo reseñado surge a todas luces la
necesidad de contar con una Ley que
complemente la dimensión normativa
vigente, con urgencias de soluciones
adecuadas a la realidad socio-econó-
mica a nivel internacional.

I. ll

En la tercera Conferencia Especializa-
da Interamericana sobre Derecho In-
ternacional Privado (CIDIP III) celebra-
da en La Paz, en mayo de 1984, se so-
licitó a la Asamblea General de la or-
ganización de los Estados Americanos
que convocara a la IV Conferencia (CI-
DIP IV), que incluyera lo relativo a
“Obligaciones Alimentarias”. 

La Convención Interamericana sobre
Obligaciones Alimentarias (CIDIP IV),
se aprobó en la Ciudad de Montevideo
durante el año 1989, entró en vigencia
en 1996. De tal trascendencia e im-
portancia en el ámbito continental, que
han sido numerosos los países que lo
han ratificado.

Siendo nuestro país ratificante a partir
de la reciente sanción de la Ley
25.593 del 22 de mayo de 2002, pro-
mulgada de hecho el 13 de junio de
2002, Publicada en el B. O. el
14/06/2002.

2. Ambito de aplicación

2.1. Objeto

La convención tiene como objeto: a)
Ley aplicable, b) Competencia, c)
Cooperación procesal intern a c i o-
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nal, d) ampliación de beneficiarios.

Art. 1: “... tiene como objeto la deter-
minación del derecho aplicable a las
obligaciones alimentarias, así como la
competencia y a la cooperación proce-
sal internacional, cuando el acreedor
de alimentos tenga su domicilio o resi-
dencia habitual en un Estado Parte y el
deudor de alimentos tenga su domici-
lio o residencia habitual, bienes o in-
gresos en otro Estado Parte (1er apar-
tado)”.

Debe tenerse en cuenta que cuando
acreedor o deudor de las obligaciones
alimentarias tengan su domicilio o re-
sidencia habitual en un Estado Parte, y
este último –deudor– bienes e ingresos
en otro Estado Parte. Se podrá efectivi-
zar el cumplimiento de la sentencia de
alimentos.

Sea por el domicilio; por residencia
habitual; como bienes e ingresos del
alimentante localizados en Estado Par-
te distintos al domicilio o residencia
habitual del acreedor alimentado, será
de aplicación la Convención.

2.2: Legitimados activos: Los menores,
los cónyuges entre sí o quienes hayan
sido tales.

“La presente Convención se aplicará a
las obligaciones alimentarias respecto
de menores en calidad de tales y a las
que se deriven de las relaciones matri-
moniales entre cónyuges o quienes ha-
yan sido tales” (2 apartado).

“A los efectos de la presente Conven-

ción se considerará menor a quién no
haya cumplido la edad de dieciocho
años. Sin perjuicio de lo anterior, los
beneficios de esta Convención se ex-
tenderán a quién habiendo cumplido
dicha edad, continúe siendo acreedor
de prestaciones alimentarias de con-
formidad a la legislación aplicable
prevista en los Artículos 6 y 7”, Art. 2.

Tal como surge de la norma, establece
una calificación autárquica de menor
–quién no haya cumplido los dieciocho
años– (apartado 1).

No obstante y teniendo en cuenta el
principio del favor alimentari, se ex-
tiende el beneficio a quienes tienen
cumplida la edad de 18 años (Aparta-
do 2).

Art. 3: da cuenta de la flexibilidad de
la legitimación activa reservado a los
Estados. Podrán declarar que esta
Convención se aplicará a las obliga-
ciones alimentarias a favor de otros
acreedores, asimismo, podrán decla-
rar el grado de parentesco u otros vín-
culos legales que determinen la cali-
dad de acreedores y deudor de ali-
mentos en sus respectivas legislacio-
nes.

El art. 4 consagra el derecho que tie-
ne... “toda persona a recibir alimen-
tos, sin distinción de nacionalidad, ra-
za, sexo, religión, filiación, origen o si-
tuación migratoria, o cualquier otra
forma de discriminación”.

La Convención establece en su art. 5...
“Las decisiones adoptadas en aplica-
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ción de esta Convención no prejuzgan
acerca de las relaciones de filiación y
de familia entre el acreedor y el deu-
dor de alimentos. No obstante, podrán
servir de elemento probatorio en cuan-
to sea pertinente”.

III. Derecho aplicable

Reza el art. 6... “Las obligaciones ali-
mentarias, así como las calidades de
acreedor y de deudor de los alimentos,
se regularán por aquel de los siguien-
tes órdenes jurídicos que, a juicio de la
autoridad competente, resultare más
favorable al interés del acreedor.

El ordenamiento jurídico del Estado del
domicilio o de la residencia habitual
del  acreedor.

El ordenamiento jurídico del Estado del
domicilio o de la residencia habitual
del deudor”.

La norma más adecuada a la relación
jurídica está a cargo del juez, es el que
tiene el ejercicio de la potestad, adop-
tando la solución más satisfactoria pa-
ra el alimentado.

La norma transcripta, sin prescindir del
domicilio, utiliza indistintamente la co-
nexión de la residencia habitual –ali-
mentado-alimentante– son utilizadas
para determinar otros aspectos del de-
recho alimentario.

En tal sentido preceptúa el art. 7: “Se-
rán regidas por el derecho aplicable
de conformidad con el art. 6 las si-
guientes materias:

• El monto del crédito alimentario y los
plazos y condiciones para hacerlo
efectivo;

• La determinación de quienes  pue-
den ejercer la acción alimentaria a fa-
vor del acreedor, y

• Las demás condiciones requeridas
para el ejercicio del derecho de ali-
mentos.

La fuente de los incisos a) y b)se
encuentra en el art. 1 de la Con-
vención de La Haya del 24 de oc-
tubre de 1956, referido a la ley
aplicable a las obligaciones ali-
mentarias de menores y con el
Convenio Bilateral suscripto entre
Uruguay y España.

IV. Competencia en la esfera
internacional

Para extender el ambito de aplicación,
a opción del acreedor, establece en su
art. 8 las  conexiones personales –do-
micilio o residencia habitual del acree-
dor o del deudor– y patrimoniales
–posesión de bienes, percepción de in-
gresos u obtención de beneficios eco-
nómicos del deudor.

La jurisdicción internacional delegada
al Juez del foro patrimonial, torna más
expeditivo el cobro de la obligación.

Asimismo, la existencia de bienes del
acreedor radicados en el territorio su-
jeto a la jurisdicción del magistrado,
no requiere del reconocimiento extra-
territorial de la sentencia.
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“Serán competentes en la esfera inter-
nacional para conocer de las reclama-
ciones alimentarias, a opción del
acreedor:

a. El Juez o autoridad del Estado del
domicilio o de la residencia habitual
del acreedor;

b. El Juez o autoridad del Estado del
domicilio  o de la residencia habitual
del deudor o 
El Juez o autoridad del Estado con el
cual el deudor tenga vínculos persona-
les tales como: posesión de bienes,
percepción de ingresos, u obtención
de beneficios ecónomicos...

“Sin perjuicio de lo dispuesto en este
artículo, se considerarán igualmente
competentes las autoridades judiciales
o administrativas de otros Estados a
condición de que el demandado en el
juicio, hubiera comparecido sin obje-
tar la competencia” (último apartado
art. 8).

Habría una sumisión tácita, si el accio-
nado no opone el impedimento proce-
sal de incompetencia, queda fijada la
jurisdicción internacional.

Aumento, cese y reducción de
alimentos

El art. 9, prescribe... “Serán competen-
tes para conocer las acciones de au-
mento de alimentos, cualesquiera de
las autoridades señaladas en el art. 8
. Serán competentes para conocer de
las acciones de cese y reducción de
alimentos, las autoridades que hubie-

ren conocido de la fijación de los mis-
mos”.

Claramente la norma distingue: en el
primer apartado, resulta competente
cualquier Juez, prescinde del factor co-
nexidad, adopta un criterio amplio, a
fin de favorecer al alimentado.

En los casos de cesación y reducción,
sólo corresponde a aquél que hubiere
prevenido. El que conoció en el proce-
so especial de alimentos es el que de-
be entender en la reducción o cese .

V. El Quantum de la Obligación
Alimentaria 

Reza el art. 10 –apartado 1– que...
“los alimentos deben ser proporciona-
do tanto a la necesidad del alimenta-
rio, como a la capacidad económica
del alimentante.

Se debe observar un citerio de equi-
dad entre las necesidades integrales
que demanda el, alimentado, como así
la capacidad económica del alimen-
tante 

El apartado 2, dispone ... “Si el juez o
la autoridad responsable del asegura-
miento o de la ejecución de la senten-
cia adopta medidas previsionales, o
dispone la ejecución por un monto in-
ferior al solicitado, quedarán a salvo
los derechos del acreedor”.

Del juego armónico del contenido de
la norma, surge el carácter tutelar del
alimentado. A fin de no incurrir en una
situación inequitativa y manteniendo el
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“quantum” del interés protegido, cuan-
do no se hubiere satisfecho integra-
mente lo peticionado por el acreedor,
resta la posibilidad de efectuar el re-
clamo.

VI. Cooperación Procesal
Internacional

El art. 11 ha organizado a tráves de
sus siete incisos, los recaudos que se
deben concurrir a los efectos de ejecu-
toriar la sentencia exterritorialmente.

Para la aprobación de la normativa se
tuvo en cuenta, la fuente del Antepro-
yecto de la Reunión de Expertos de
San José de Costa Rica, la gravitación
de la Convención Interamericana so-
bre eficacia extraterritorial de las sen-
tencias y laudos arbitrales extranjeros
–ley de facto 22.291– (CIDIP II. Mon-
tevideo 1979), que también ha reper-
cutido en el art. 387 del Anteproyecto
del Código Procesal Civil Modelo para
liberoamérica, sobre eficacia de las
sentencias extranjeras.

Entre las delegaciones de Argentina,
Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Esta-
dos Unidos, Guatemala, México, Pana-
má, Uruguay y Venezuela, y principal-
mente sobre lo relacionado con la noti-
ficación o emplazamiento del deman-
dado y la cosa juzgada de la sentencia
de alimentos, establece el art. 11:

“Las sentencias extranjeras sobre
obligaciones alimentarias tendrán
eficacia extraterritorial en los Esta-
dos Partes si reúnen  las siguientes
c o n d i c i o n e s :

Que el juez o tribunal que dictó la sen-
tencia haya tenido competencia en es-
fera internacional de conformidad con
los arts. 8, 9 y 10 de esta Convención
para conocer y juzgar el asunto, que
la sentencia y los documentos anexos
que fueren necesarios según la presen-
te Convenció, estén debidamente tra-
ducidos al idioma oficial del Estado
donde deban surtir efecto,que se pre-
senten debidamente legalizados de
acuerdo con la ley del Estado en don-
de  deben surtir efecto, cuando sea ne-
cesario.

Que vengan revestidas de las formali-
dades externas necesarias para que
sean consideradas auténticas en el Es-
tado de donde proceden. Que el de-
mandado haya sido notificado o em-
plazado en debida forma legal de mo-
do substancialmente equivalente a la
aceptada por la ley del Estado donde
la sentencia deba surtir efecto. Que se
haya asegurado la defensa de las par-
tes, que tengan el carácter de firme en
el Estado en que fueron dictadas. En
caso de que existiese apelación de la
sentencia ésta no tendrá efecto suspen-
sivo”.

Es dable destacar que: el primer re-
caudo referencia sobre la jurisdicción
internacional teniendo en cuenta los
principios pautados por los arts. men-
cionados en el inc. a.

Asimismo, en las formalidades se esta-
rá de acuerdo a la ley del país que se
dictó 

Por último, por el carácter de la obli-
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gación alimentaria, aún siendo la sen-
tencia apelada, no tiene efectos sus-
pensivos, debiéndose cumplir con el
decisorio que condena a pagar los ali-
mentos.

VII. Documentos indispensables

El Artículo 12 establece... “Los docu-
mentos de comprobación indispensa-
bles para solicitar el cumplimiento de
las sentencias son las siguientes:

• Copia auténtica de la sentencia.

• Copia auténtica de las piezas nece-
sarias para acreditar que se ha dado
cumplimiento a los incisos e y f del art.
anterior, y 

• Copia auténtica del auto que decla-
re que la sentencia tiene el carácter de
firme, o que ha sido apelada”.

El deber de acreditar se propaga no
sólo desde la sentencia, sino que se
haya notificado y emplazado en legal
forma y que se haya asegurado la de-
bida defensa de las partes.

El control de los requisitos estará a car-
go del juez que deba conocer de la
ejecución (art. 13).

Preveé el art. 13... “El control de los re-
quisitos anteriores corresponderá di-
rectamente al juez que deba conocer
de la ejecución, el que actuará en for-
ma sumaria, con audiencia de la par-
te obligada, mediante citación perso-
nal y con vista al Ministerio Público, sin
entrar en la revisión del fondo del

asunto. En caso de que la resolución
fuese apelable, pero el recurso no sus-
penderá las medidas provisionales ni
el cobro y ejecución que estuvieren en
vigor”.

Establece un modo expeditivo, exclu-
yendo toda posibilidad de entrar en el
fondo del tema. 

Continuando con el espirítu de la Con-
vención, establece en su art. 14. “Nin-
gún tipo de caución será exigible al
acreedor de alimentos por la circuns-
tancia de poseer nacionalidad extran-
jera, o tener su residencia habitual en
otro Estado. 

El beneficio de pobreza declarado a
favor del acreedor en el Estado Parte
donde hubiere ejercido su reclama-
ción, será reconocido en el Estado Par-
te donde se hiciere efectivo el recono-
cimiento o la ejecución. Los Estados
Parte se comprometen a prestar asis-
tencia judicial gratuita a las personas
que gocen del beneficio de pobreza.

VIII. Disposiciones generales

Se procura asistencia alimentaria a los
menores de otro Estado que se encuen-
tren en situación de abandono, reza el
art. 19... “Los Estados Parte procura-
rán suministrar asistencia alimentaria
provisional en la medida de sus posibi-
lidades a los menores de otro Estado
que se encuentren abandonados en su
territorio”.

estableciéndose en el art. 20 el com-
promiso de facilitar la transferencia de
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fondos entre los Estados signatarios.

El art. 21 y art. 22 de la Convención es-
tablecen lo referido a la interpretación,
que no restrinjan el derecho que el
acreedor de alimentos tenga conform e
a la ley de foro –Art.21– y podrá rehu-
sarse el cumplimiento de sentencias ex-
tranjeras o la aplicación del derecho
extranjero previsto en esta Convención
cuendo el estado parte del cumplimien-
to o de la aplicación, según sea el caso,
lo considerare manifiestamente contra-
rio a los principios fundamentales de su
orden público –Art. 22.

IX. Disposiciones finales

Los arts. que conforman las disposicio-
nes generales contienen:

A la firma de los Estados miembros de
la Organización de los Estados Ameri-
canos (OEA), art. 23.

La ratificación de la Convención –art.
24– a la adhesión de cualquier otro
Estado –art. 25.

Formular reservas al momento de fir-
marla, siempre que verse sobre una o
más disposiciones específicas y no
sean incompatibles con el objeto y fin
de esta Convención –art. 26.

Los Estados partes que tengan dos o
más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos rela-
cionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar,
en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se apli-

cará a todas sus unidades territoriales
o sólo a una o más de ellas. Tales de-
claraciones podrán ser modificadas
mediante declaraciones ulteriores, que
especificarán expresamente la o las
unidades territoriales a las que se apli-
cará la presente Convención. Dichas
declaraciones ulteriores se transmitirán
a la Secretaría General de la Organi-
zación de los Estados Americanos y
surtirán efecto 30 días después de re-
cibidas –art. 27.

El art 28 consigna la residencia habi-
tual en unidades territoriales diferen-
tes.

El art. 29 establece como principio…
“Entre los Estados miembros de la Or-
ganización de los Estados Americanos
que fueren Partes de esta Convención y
de las Convenciones de La Haya del 2
de octubre de 1973 sobre reconoci-
miento y Eficacia de Sentencias relacio-
nadas con Obligaciones Alimentarias
para Menores y sobre la Ley Aplicable
a Obligaciones Alimentarias, regirá la
presente convención. –apartado 1.

Como excepción, los Estados Parte po-
drán convenir entre ellos de forma bi-
lateral la aplicación prioritaria de las
citadas Convenciones de La Haya del
2 de octubre de 1973” –apartado 2.

Art. 30, reitera el criterio de la presen-
te Convención… “no restringirá las
disposiciones de convenciones que so-
bre esta misma materia hubieran sido
suscriptas, o que se suscribieren en el
futuro en forma bilateral o multilateral
por los Estados Partes, ni las prácticas
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más favorables que dichos estados pu-
dieren observar en la materia”.

Art. 31, La entrada en vigencia la
Convención y el art. 32, “La presente
Convención regirá indefinidamente,
pero cualquiera de los Estados Parte
podrá denunciarla”.

“Por último el art. 33... “El instrumento
original de la presente Convención,
cuyos textos en español, francés, inglés
y portugués son igualmente auténticos,
será depositado en la Secretaría Ge-
neral de la Organización de los Esta-
dos Americanos, la que enviará copia
auténtica de su texto a la Secretaría de
las Naciones Unidas para su registro y
publicación, de conformidad con el
art. 102 de su Carta constitutiva. La
Secretaría General de la Organiza-
ción y a los Estados que hayan adheri-
do a la Convención, a las firmas, los
depósitos de instrumentos de ratifica-
ción, adhesión y denuncia, así como
las reservas que hubiere. Ta m b i é n
transmitirá las declaraciones previstas
en la presente Convención”.

Los niños poseen además de los dere-
chos de toda persona, derechos espe-

cíficos indispensables para su forma-
ción, que requieren del adulto y de la
sociedad global comportamientos que
los garanticen, tal lo indica la Conven-
ción de los Derechos del Niño. Los de-
rechos consagrados en la Covención
no son programáticos, sino operativos.

Si la razón de los derechos del niño es
asegurar sus necesidades básicas, de-
be pensarse en los modos en que tales
exigencias serán tuteladas, no basta
con una enumeración de los derechos,
sino que es preciso buscar los caminos
para que tengan efectividad.

Es decir imaginar los mecanismos pa-
ra garantizarlos, tanto desde el punto
de vista asistencial como de sus  pro-
tección jurisdiccional. (Conf. Gros-
man, Cecilia P., “Significado de la
Convención de los Derechos del Niño
en las relaciones de Familia”, L.L 23-
V-93). 

• Gonzalo Parra Aranguren, “La Ter-
cera Conferencia Especializada Intera-
mericana sobre Derecho Internacional
privado (CIDIP III, La Paz, 1984), revis-
ta de la Facultad de Derecho, Vene-
zuela.
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